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                                                                                                                                                “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                                Héroe de la Nación Argentina” 

 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL. TOMO 167 

 
ACLARATORIA. Costas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACLARAR la sentencia de fs. 111/112 vta., imponiendo las costas al vencido. 
DOCTRINA: Conforme al art. 545 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), el princi-
pio general es la imposición de las costas al vencido, y sólo puede eximirse de esa responsabilidad, si hay mérito 
para ello, mediante pronunciamiento expreso acerca de dicho mérito, bajo pena de nulidad. (Del voto de los Dres. 

Vittar, Ferraris, Kauffman y Posadas) 
 El silencio de la sentencia con relación a las costas devengadas en casación debe entenderse en el sentido 
que su pago se impone al vencido, de acuerdo con el principio objetivo de la derrota. (Del voto del los Dres. Ca-

talano y Cornejo) 
 Toda resolución que ponga término a la causa o a un incidente deberá resolver sobre el pago de las cos-
tas procesales, por ello resulta adecuado el uso de la vía de la aclaratoria para obtener un pronunciamiento respec-
to de la omisión de expedirse sobre las mismas.   
 El silencio en la imposición de costas no es precisamente una decisión fundada. Por lo tanto, es tan in-
válido eximir de costas sin fundar como guardar silencio sobre las costas pretendiendo así cargarlas en el orden 
causado, de lo contrario el mero silencio se convertiría en un modo de evitar la nulidad derivada de disponer la 
exención sin causa explícita. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: OVIEDO, MARÍA GRACIELA - INCIDENTE DE REDARGUCIÓN DE FALSEDAD Y NULIDAD 
– RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 32.961/09)  (Tomo 167: 1071/1076 – 06/agosto/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. Sobreseimiento. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Cuarta 
Nominación, para intervenir en esta causa. 
DOCTRINA: No basta el dictado de auto de sobreseimiento en su favor para que el imputado pierda tal calidad 
en causas relacionadas conforme el régimen de conexidad subjetiva, sino que es necesario que tal resolución se 
encuentre firme.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C BARBOZA, DANTE OLVER POR INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES DE ASISTENCIA 
FAMILIAR - PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA (Expte. Nº CJS 35.157/11)   (Tomo 167: 
617/622 – 13/julio/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Intervención previa y dictado de pronunciamiento en otras causas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR la excusación formulada a fs. 318 por el Sr. Juez de Corte Dr. Guillermo 
Félix Díaz, para intervenir en autos.  
DOCTRINA: El rango constitucional de la garantía de imparcialidad del juzgador, obliga a interpretar con razo-
nable amplitud las normas procesales respectivas, a partir de una valoración teleológica y sistemática de su con-
tenido y por ello, una correcta hermenéutica jurídica sugiere la conveniencia de adecuar prudencialmente el con-
tenido preceptivo de la normativa procesal a las exigencias fundamentales que derivan del bloque de constitucio-
nalidad. De lo contrario, podría asumirse una postura exegética errónea que terminaría subordinando la efectivi-
dad de una garantía constitucional al tenor literal de una norma de carácter   
reglamentario, infraconstitucional, en violación a los principios de supremacía constitucional y razonabilidad. 
         Si bien los motivos de apartamiento enunciados por el ordenamiento procesal contemplan, por lo gene-
ral, la actuación o intervención contradictoria o incompatible del juez en el marco de un “mismo proceso”, no 
cabe duda alguna que la ley se propone, en verdad, evitar que la persona encargada de decidir la cuestión contro-
vertida se halle subjetivamente condicionada por prejuicios o preconceptos que contaminen o alteren la objetivi-
dad y ecuanimidad que debe tener quien juzga para ser realmente imparcial. (Del voto de los Dres. Posadas, 

Kauffman, Granata, Pancio y Román)  

           Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que indica que emitió pronunciamiento previo en 
otras causas sobre temas que guardan estrecha vinculación con el que se ventila en la causa, porque ello debe 
interpretarse como una intervención previa del magistrado que puede reputarse apta para generar una opinión 
anticipada y, por ende, encuadrable dentro de los parámetros del artículo 51 inciso 1º del Código Procesal Penal 
(texto según Ley 6345 y modificatorias). (Del voto del Dr. Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Posadas, Kauffman –Jueces de Corte-, Julio Víctor Pancio, Raúl Román y Enrique 
Granata -Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLA CONTRA 
ROMERO, ROBERTO EDUARDO POR CALUMNIAS E INJURIAS A ÁLVAREZ, FRANCISCO JOSÉ – 
RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 31.134/08)  (Tomo 167: 567/572 – 11/julio/2012) 
 
HONORARIOS. Pautas regulatorias. Defensor del imputado y civilmente demandado. 
CUESTION RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales de los Dres. Gustavo Fernando Martínez y 
Guillermo Federico Lizárraga por la deducción de los recursos de casación e inconstitucionalidad en la suma de  
$ 2.500 (pesos dos mil quinientos); por el recurso extraordinario federal interpuesto en la suma de $ 500 (pesos 
quinientos), y por su actuación en expediente Nº CJS 32.207/09 en la suma de $ 300 (pesos trescientos). 
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DOCTRINA: A los fines de la regulación de los honorarios del letrado que actúa como defensor de los acusados 
y en representación de los civilmente demandados corresponde efectuar el cálculo ponderando el mérito jurídico, 
la extensión del trabajo realizado, la complejidad o novedad de la cuestión, el resultado obtenido y demás facto-
res de legal cómputo.  
TRIBUNAL: Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C BENONE BETELLA, MARÍA EUGENIA; BENONE BETELLA, PABLO JAVIER; BETELLA, SILVIA 
SARA – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 27.560/ 05)  (Tomo 167: 
265/270 – 03/julio/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Extemporaneidad de interposición de la casación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR la queja por recurso de casación denegado interpuesta a fs. 16/20. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja articulada, si el recurso de casación fue interpuesto cuando había 
fenecido el plazo legal, por lo cual deviene extemporáneo. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: CESAR, SARA GRACIELA; PALOMO, JANINA ANDREA; VALLEJOS, TERESITA – QUEJA 
POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 35.211/12)  (Tomo 167: 773/778 – 
13/julio/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Extemporaneidad del planteo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
2/5. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado, si el planteo se efectuó 
cuando se encontraba vencido el plazo legal y resulta, en consecuencia, manifiestamente extemporánea.  

La inadmisibilidad es la sanción procesal por la cual se impide un acto por no observar las formas nece-
sarias para su ingreso al proceso en el juicio preliminar sobre el recurso.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: PÉREZ, FELISA PAULINA – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
35.172/11)   (Tomo 167: 127/132 - 26/junio/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Extemporaneidad del planteo.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado, deducida a fs. 
28/31 vta.  
DOCRTINA: No corresponde hacer lugar a la queja por recurso de casación denegado si fue interpuesta en modo 
extemporáneo, lo que afecta su admisibilidad, siendo ello un correlato elemental del principio de perentoriedad 
de los plazos establecidos a favor de las partes. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas y Vittar) 

Los actos procesales deben practicarse dentro de los términos fijados en cada caso; corren para cada in-
teresado desde su notificación, o si fueren comunes desde la última que se practicara y se cuentan en la forma 
establecida por el Código Civil. 

Corresponde el rechazo de la queja por recurso de casación denegado si fue interpuesta de manera  ex-
temporánea, como consecuencia del principio de perentoriedad de los plazos establecidos a favor de las partes.  
(Del voto del Dr. Catalano) 
                Obsta a la admisibilidad de la casación la circunstancia de que el acto recurrido no sea sentencia defini-
tiva, ni resolución equiparable a ella.  
    Las cuestiones relacionadas con la función de control penitenciario, de competencia originariamente 
administrativa, excepcionalmente resultan recurribles ante el juez de ejecución.  
                 Corresponde rechazar la queja por recurso de casación denegado si los agravios expresados no guardan 
vinculación con los motivos taxativamente descriptos en el artículo 467 del Código Procesal Penal (texto según 
Ley 6345 y modificatorias). (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CARO MAURÍN, CRISTIAN RAÚL – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Ex-
pte. Nº CJS 35.194/12)  (Tomo 167: 695/704 – 13/julio/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Procedencia. 

CUESTION RESUELTA: I. HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 11/16 y, en su mérito, declarar mal 
denegado el recurso de casación cuya copia obra a fs. 5/7 y requerir al tribunal de origen que remita los autos a 
esta Corte. 
DOCTRINA: Si bien son insusceptibles del recurso de casación la resoluciones que confirman el sobreseimiento, 
corresponde hacer lugar a la queja que lo deniega cuando se advierte en los fundamentos del fallo arbitrariedad, 
en tanto los agravios que sustentan la vía directa giran en orden a la inobservancia de un requisito de la ley sus-
tantiva que permita tener por prescripta la acción penal. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: ZALAZAR, MANUEL – QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 
35.067/11)  (Tomo 167: 973/978 – 02/agosto/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución deducida contra una anterior que se 

encuentra firme; principio de preclusión. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
2/7. 
DOCTRINA: Resulta manifiestamente improcedente la queja deducida contra una resolución que es consecuen-
cia directa e inmediata de otra que ya se encuentra firme, dado que oportunamente no se interpuso la pertinente 
queja.  
 No corresponde que se habilite una nueva e improcedente vía de impugnación de las resoluciones con 
desmedro del principio de preclusión, además de generarse una situación de inseguridad acerca de la firmeza de 
los actos procesales.  
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TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano. DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: OLIVERA, LILIAN CARMEN; SÁNCHEZ, ANDREA EUGENIA – QUEJA POR REC. DE CASA-
CIÓN DENEGADO (Expte. Nº CJS 35.206/12) (Tomo 167: 799/804 – 13/julio/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución que no resulta equiparable a definitiva; 

excarcelación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación del recurso de casación, interpuesta 
a fs. 20/30 vta. 
DOCTRINA: No es sentencia definitiva ni equiparable a tal, a los fines del recurso de casación, la resolución que 
deniega la excarcelación, en tanto el impugnante cuenta con la posibilidad de efectuar, oportunamente y con la 
debida caución, de ser necesario, el planteo excarcelatorio pertinente, por lo cual no se observa que mediante la 
resolución impugnada se le cause un perjuicio insusceptible de reparación ulterior 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MONASTERIO, LUCAS LUIS - QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO (Expte. N° 
CJS 34.863/11) (Tomo 167: 745/750 – 13/julio/2012) 
 
QUEJA POR RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADOS. Resolución 

que dispone que el imputado continúe sometido a proceso; teoría de la insignificancia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación de los recursos de casación e in-
constitucionalidad interpuesta a fs. 19/23. 
DOCTRINA:  Corresponde el rechazo de la queja por recursos de casación e inconstitucionalidad denegados, si 
la resolución que se pretende impugnar, al resolver la apelación no falla conforme a la doctrina de la insignifican-
cia que invoca la defensa, lo cual traduce que el acusado continúe sometido a proceso. (Del voto de los Dres. 

Vittar, Catalano, Díaz , Ferraris, Kauffman  y Posadas) 
        Las resoluciones dictadas por los jueces correccionales y de garantías en el procedimiento sumario son 
impugnables mediante el recurso de apelación ordinario ante el Tribunal de Impugnación, por lo que el auto de 
sobreseimiento dispuesto, por el juez correccional y de garantías en el marco de los mencionados artículos es 
apelable y debe ser reconducido. (Del voto de la Dra. Kauffman) 

          La equiparación a sentencia definitiva puede conferir impugnabilidad objetiva a decisiones judiciales que 
no se encuentran expresamente previstas entre los tipos aludidos en el artículo 467 del Código Procesal Penal 
(texto según Ley 6345 y modificatorias), pero para que esa asimilación sea procedente, es menester que se ponga 
de manifiesto la existencia de un agravio no susceptible de reparación ulterior . 
          Corresponde hacer lugar a la queja deducida, si el imputado ha invocado, con argumentos atendibles,  la 
existencia de un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior, que estaría dado por el hecho de verse 
obligado a continuar sometido a proceso hasta la finalización de éste, por una conducta que –según alega- no 
encuadra en una figura penal de acuerdo a la teoría de la insignificancia. (Del voto del Dr. Cornejo). 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: HUERTAS, DANIEL FEDERICO – QUEJA POR RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITU-
CIONALIDAD DENEGADOS (Expte. Nº CJS 35.165/11) (Tomo 167: 927/936 – 02/agosto/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Cuestión abstracta; suspensión del juicio a prueba; cumplimiento del plazo de las 

condiciones fijadas. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR abstracta la cuestión que fuera objeto del recurso de casación inter-
puesto a fs. 57/62 vta. 
DOCTRINA: Es deber de los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al 
momento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso 
han quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 

Corresponde declarar abstracto el planteo recursivo, si ha trascurrido el término máximo previsto en el 
artículo 76 ter del Código Penal para el cumplimiento de las condiciones a que se supeditó la concesión de la 
suspensión del juicio a prueba. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C YARA-
DE SARAVIA, MARÍA BELÉN – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE 
CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.852/11)  (Tomo 167: 481/486 - 10 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenazas; valoración de la prueba; valor de la declaración de la vícti-

ma; sana crítica; eximente por abuso de bebidas alcohólicas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 80/81 vta. 
DOCTRINA: Existe el grado de certeza necesario para condenar al acusado por el delito de amenazas, si el tribu-
nal tuvo por acreditado que profirió frases amenazantes a la denunciante con fines de amedrentarla, con lo cual 
afectó su sentimiento de seguridad y vulneró el bien jurídico protegido por la norma penal, en base a una ponde-
ración de las declaraciones de la víctima, de un testigo y del informe ambiental, destacando la sinceridad de las 
expresiones de la denunciante, quien ratificó de manera clara e inequívoca lo denunciado y manifestó haber sen-
tido temor, lo que consideró lógico debido a la historia de violencia en que se encuentra sumida la familia y en, 
relación a las pruebas de descargo, restó valor a la beodez del imputado, determinando que debe estarse al carác-
ter consciente del acto humano producido por el encartado al verter los dichos amenazantes. 

La beodez constituye una circunstancia personal en el marco comisivo que carece de virtualidad por sí 
sola para quitar seriedad o idoneidad a las amenazas; por el contrario, tal extremo debe ser cuidadosamente exa-
minado a la luz del contexto dentro del cual éstas fueron proferidas y no basta hablar de trastornos por abuso de 
alcohol para exculpar a quien los padece, pues para merecer la eximente, dichos trastornos deben, por su entidad, 
anular la razón y la conciencia de quien los sufre privándolo de comprensión y voluntad en la realización del acto 
ejecutado. 

El control de logicidad inherente a la sana crítica racional se cumple si el trascendente aporte probatorio 
de la víctima es tenido por coherente y sincero en el marco de la apreciación directa que brinda el debate. 

Si las manifestaciones de la víctima de amenazas y sus dichos concordantes se suman a otros aportes re-
levantes, son suficientes para dar sustento a una sentencia condenatoria. 
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No hay afectación alguna de la razonabilidad en la decisión de asentar la condena fundamentalmente en 
los dichos incriminantes de la víctima, en tanto el aporte de esta última se presenta como una valiente contribu-
ción mediante una exposición pública, motivada en el sólo propósito de que se haga justicia. (Del voto de los 

Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Díaz y Kauffman) 

En materia penal y para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que los avale, porque un hecho debe considerarse probado cuando no pudo 
haber sucedido de otra manera, en virtud que la verdad real –cuya búsqueda resulta inexorable en el transcurso 
del proceso penal– reside en el acuerdo entre las palabras y los actos. 

Corresponde absolver al acusado por el principio de la duda, si la condena se funda exclusivamente por 
dichos de los testigos donde existen relaciones parentales, y en una situación de fractura familiar, en que es dable 
colegir que el impulso de las pasiones puede nublar, o al menos tornar parciales los dichos incriminatorios y en 
vez de tornarlos imparciales, impregnaron la prueba testifical de un discurso premeditado; por lo cual, la valora-
ción de ellos por parte del tribunal debió ser realizada con mesura, de manera individual y cotejarse con el resto 
de las pruebas a fin de lograr una correcta evaluación de su eficacia probatoria. (Del voto de los Dres. Catalano y 

Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz. DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C PEÑA, ALFREDO FORTUNATO – RECURSO DE CASACIÓN   (Expte. Nº CJS 33.765/10)  
(Tomo 167: 1021/1034 - 06 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de calumnias. Prescripción de la acción; suspensión del plazo, cuestiones 

previas y prejudiciales.  

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 52/53 vta. y 57. 
DOCTRINA: La extinción de la acción penal es de orden público y opera de pleno derecho por el transcurso del 
plazo pertinente, de tal suerte que debe ser declarada de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado de la 
causa y en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo. 
           Se ajusta a derecho la resolución que declara la prescripción de la acción por el delito de calumnias, si el 
tribunal ha valorado que desde la fecha de la denuncia por el supuesto delito falsamente atribuido al querellante 
hasta el día de presentación de la querella ya había transcurrido el término de prescripción, sin que el mismo se 
hubiera suspendido por alguna cuestión previa o prejudicial. 

Los tribunales penales deben resolver todas las cuestiones que se susciten en el proceso, salvo las preju-
diciales, y siempre que la existencia del delito dependa de una cuestión prejudicial establecida por ley, el ejerci-
cio de la acción penal se suspenderá, aún de oficio, hasta que en la otra jurisdicción recaiga sobre ella sentencia 
firme, la que tendrá autoridad de cosa juzgada en el proceso penal suspendido. 

Las cuestiones previas trasuntan obstáculos al ejercicio de la acción penal y, como tales, condicionan el 
inicio o el avance del proceso penal. Las cuestiones prejudiciales, en cambio, se hallan previstas de ordinario en 
la ley sustantiva y deben ser resueltas por un juez extrapenal, cuya decisión obliga al juez penal y condiciona el 
sentido de su resolución. 

No existen más cuestiones prejudiciales que las expresa y taxativamente determinadas por la ley, sin que 
sea posible, en consecuencia, extender su número. 

Las únicas cuestiones prejudiciales que suspenden la prescripción de la acción penal son las civiles. 
No existe en el sistema jurídico que nos rige prejudicialidad de lo penal a lo penal sino sólo, por excep-

ción, de lo civil a lo penal, en unos casos, y de lo penal a lo civil, en otros. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz , Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA GALLO, GERARDO HÉCTOR; BAEZA, 
SERGIO MANUEL Y VINCE, EMILIA CATALINA INTERPUESTA POR OMAR ESTEBAN CARRANZA – 
RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.581/10)  (Tomo 167: 751/764 - 13 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de daños. Absolución, ausencia de dolo; ajenidad de las cosas. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 77/ 79 y, en su mérito, 
dejar sin efecto la condena impuesta a Luis Oscar Vaca en el punto II de la sentencia de fs. 65 y vta., y disponer 
su absolución. 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de daño, si en el caso se ha comprobado el aspecto 
material del delito, pero existen dudas respecto a ajenidad de las cosas y a la intención de dañar –dolo directo- 
que tuvo el imputado, toda vez que si bien de la denuncia puede inferirse la voluntad directa que el tipo penal 
requiere, de las declaraciones recibidas durante la audiencia de debate se desprende que existió, al menos, un dolo 
eventual, toda vez que no se manifiesta de manera indubitable la intención de dañar los objetos en sí, y por el 
contrario, resulta evidente que fue consecuencia mediata de una acción impetuosa e impensada del imputado, 
producida por el estado de ebriedad en que se encontraba. 
         En el delito de daño únicamente se admite dolo directo, y si no existe voluntad dolosa o “animus nocen-
di” como fin directo o determinante del acto que causó el daño, no existe delito. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VACA, LUIS OSCAR –RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.506/11)  (Tomo 167: 
859/866 - 01 /agosto/ 2011) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de falso testimonio; valoración de la prueba; motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 90/93.  
DOCTRINA: El delito de falso testimonio protege específicamente la administración de justicia, la fe pública 
judicial, cuidando la recta aplicación de las leyes, ante la posibilidad de inducir a error al magistrado respecto del 
objeto de la causa. No obstante, el delito puede ofender otros bienes, además de la administración de justicia, 
cuando la mendacidad tiene en miras desconocer el derecho de quien reclama. 
           Es responsable del delito de falso testimonio el acusado que falseó su declaración en el Juzgado Laboral 
cuando, citado a declarar, expresó que llevaba la contabilidad de la firma desde determinada fecha e indicó tam-
bién una fecha en que el denunciante habría comenzado a trabajar, afirmación que fue desvirtuada con las decla-
raciones de los testigos. 
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La facultad del juez de seleccionar la prueba relevante no ha sobrepasado los márgenes legales si no se 
advierte afectación alguna de la razonabilidad en esta opción selectiva, o preeminencia arbitraria de elementos de 
prueba que afectaran el derecho de defensa del acusado. 

Es preciso distinguir entre la falta de motivación y la insuficiencia de motivación. La primera se asimila 
a la omisión de expresión de las razones que fundamentan la decisión judicial, en tanto que la segunda implica la 
existencia de una motivación que puede no alcanzar los requerimientos legales de fundamentación. Las conse-
cuencias de ambas situaciones difieren, pues mientras la primera irrefragablemente conduce a la nulidad, la se-
gunda sólo produce ese efecto cuando la deficiencia es de tal magnitud que importa su omisión lisa y llana. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas. DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MARTÍNEZ, JULIO CÉSAR; GEREZ, ROQUE ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº 
CJS 34.516/11)  (Tomo 167: 791/798 - 13 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio culposo; nexo de causalidad, elementos objetivos y subjeti-

vos. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 204/205 vta. 
DOCTRINA: En el delito culposo el resultado debe ser consecuencia directa de la infracción de cuidado exigible 
y debe estar conectado de tal manera a ese comportamiento que no exista solución de continuidad. Los tipos 
culposos, al igual que los dolosos exigen una vinculación entre la acción y el resultado, ya que éste debe haber 
sido causado por la inobservancia a los deberes de cuidado que pesaban sobre el sujeto activo. 

Todo conductor debe extremar los recaudos a fin de evitar la impericia, la violación a los deberes de cui-
dado o la negligencia que configuran el tipo del artículo 84 del Código Penal. 

Los elementos objetivos y subjetivos del delito de homicidio culposo se configuran si el acusado no 
cumplió con los requisitos mínimos de seguridad y, en su consecuencia, al generarse el accidente de tránsito, la 
víctima resultó despedida del velocípedo en que circulaba encontrando su muerte. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CARRASCO, JUAN –RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.424/11)  (Tomo 167: 
275/282 - 03/julio/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, libertad probato-

ria, valor de la declaración de la denunciante. Interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1/2 vta. 
DOCTRINA: El delito sancionado por la ley 13944 consiste en una conducta típica que es la voluntaria sustrac-
ción del progenitor a prestar los medios indispensables para la subsistencia del hijo, lo cual supone demostrar la 
deliberada intención con que pudiera haber obrado el padre del menor. 

La sentencia que condena al imputado por el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia fami-
liar cuenta con una motivación que se adecua a las reglas de la sana crítica racional, si el valor probatorio del 
testimonio de la denunciante ha sido establecido por el tribunal de juicio a partir de la percepción directa en el 
debate, donde pudo apreciar la veracidad de lo declarado en oportunidad de denunciar. 

El Tribunal de casación no debe subrogar al del juicio, avasallando los beneficios de la inmediación en 
la etapa plenaria del proceso penal y le está vedado asignar o restar crédito a una prueba producida en la audien-
cia en donde el tribunal sentenciante conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca dotada de 
sustento arbitrario, contrariando las normas de la sana crítica racional, o que no se halle acompañada de funda-
mento alguno. 

Una consideración primordial a que se debe atender en todas las medidas concernientes a los niños que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o 
los órganos legislativos, será el interés superior del niño. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C INFANTE, JUAN GREGORIO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.562/11)  (Tomo 
167: 947/956 - 02 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas agravadas por el resultado múltiple; accidente en 

ruta; competencia de los tribunales ordinarios; conducción antirreglamentaria; tractor. Individualización de la 

pena. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 182/ 183 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la sentencia de fs. 174 cuyos fundamentos obran a fs. 175/178 vta. y condenar a Félix 
Benito Camaño como autor del delito de lesiones culposas múltiples ocasionadas por la conducción antirregla-
mentaria de un vehículo automotor, a la pena de seis meses de prisión de ejecución en suspenso y de un año de 
inhabilitación para conducir vehículos. II. ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garant-
ías y de Menores de Segunda Nominación del Distrito Judicial Orán, para que se proceda a fijar las reglas de 
conducta de conformidad a lo dispuesto por el art. 27 bis del C.P. 
DOCTRINA: Existe jurisdicción de naturaleza provincial, si en el caso se trata de un delito común y, siendo que 
la jurisdicción federal es de excepción, no se interrumpió el servicio público de trasporte ni tampoco se encuentra 
acreditado que se haya interferido directamente en los objetivos de bien público de la ruta nacional o cualquier 
otro extremo que, en definitiva, excluya indudablemente del conocimiento a los tribunales competentes de la 
provincia. 

Corresponde dejar sin efecto la absolución del acusado y condenarlo como autor del delito de lesiones 
culposas agravadas por el resultado múltiple y la conducción antirreglamentaria de un vehículo automotor, ya que 
transitaba en un tractor por la ruta en horas de la noche y sin su aporte el hecho no se habría producido; además, 
el resultado es penalmente relevante, pues los informes y certificados médicos incorporados al debate dan cuenta 
de la existencia de lesiones ocasionadas a distintos ofendidos, alguna de magnitud leve y otra de gravedad, y su 
conducta implicó una concreta violación a la Ley Nacional de Tránsito que prohíbe circular con un tractor en 
horas de la noche. 

En materia penal no procede la compensación de culpas, circunstancia que puede ser examinada para 
graduar la pena o la eventual reparación económica.    

Es justa la pena impuesta, si frente al aporte del otro conductor y la calidad de primario del acusado, no 
resultan otras circunstancias particulares del delito o subjetivas del autor que permitan imponer una pena superior 
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a la prevista en el mínimo de la figura transgredida, tanto en lo relativo a la privativa de libertad como a la con-
junta de interdicción. Ello también fundamenta la aplicación del beneficio previsto en el artículo 26 del Código 
Penal a efectos de evitar los perjuicios de un encierro breve y a resultas de las condiciones compromisorias que 
fije el juez de la causa. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman) 

Es competente la justicia federal para intervenir en un accidente que se produjo sobre una ruta nacional. 
Para resolver los conflictos de competencia se debe atender, principalmente, a los hechos relatados en la 

demanda. A fin de establecer cuál es el juez competente para investigar el hecho presuntamente delictuoso debe 
determinarse el lugar de su comisión, pues la competencia penal por razones territoriales se establece atendiendo 
al lugar donde se ha consumado. 

Debe declararse la nulidad de todo lo actuado por un tribunal provincial que no tenía competencia sobre 
el lugar en que ocurrieron los hechos. La competencia federal es improrrogable e inalterable. (Del voto del Dr. 

Cornejo) 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
C/C CAMAÑO, FÉLIX BENITO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.953/10)  (Tomo 167: 
457/472 - 10 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones graves calificadas por el uso de arma de fuego. Valoración de 

la prueba, libertad probatoria, sana crítica racional. Inmediación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 657/664. 
DOCTRINA: Si el núcleo del recurso radica en el cuestionamiento de la valoración probatoria que fuera el basa-
mento del fallo recurrido, la mera discrepancia personal del recurrente no habilita el reexamen del cuadro proba-
torio, ya que corresponde al tribunal de juicio apreciar el valor de convicción de los distintos elementos probato-
rios recolectados durante dicha etapa y del grado de convencimiento que aquéllos puedan producir, conforme las 
reglas de la sana crítica. 

En nuestro sistema procesal rigen el sistema de libertad probatoria y el de libre convicción del juez o sa-
na crítica racional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios 
descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la exis-
tencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin 
sujeción a directiva o tasación legal alguna. 

La facultad del tribunal de juicio de seleccionar la prueba relevante no ha sobrepasado los márgenes de 
la sana crítica racional, si ha evaluado todos los elementos convictivos reunidos en la causa, dedicando especial 
tratamiento al análisis a las versiones encontradas que dieron la víctima y el imputado, y para despejar la incógni-
ta acerca de cuál de esas personas estaban diciendo la verdad se dispusieron una serie de declaraciones testimo-
niales, y en su posterior evaluación no actuó de un modo arbitrario o intuitivo, sino que apeló a un conjunto de 
razonamientos que resultan ajustados a las exigencias de la lógica para dar credibilidad a unas testimoniales y 
desmerecer las otras. 

La condena por el delito de lesiones calificadas por el uso de arma de fuego se encuentra debidamente 
motivada si el tribunal valoró los elementos de prueba conducentes, y los beneficios de la inmediación y la orali-
dad le permitieron recibir las deposiciones directamente y percibir la fuerza y seguridad de las palabras, acompa-
ñadas, en su contexto natural, con los gestos, emociones y movimientos que cada uno manifestara, ponderándose 
el correlato de la hipótesis incriminatoria con pruebas de índole objetiva, como el tipo de lesión y el hallazgo de 
una maderas pertenecientes a las culatas de ese tipo de arma, y que el imputado, a pesar de aducir una situación 
de defensa frente a una agresión con un arma de pertenencia de la víctima, dispuso de la misma luego del hecho.  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CARIÑO, JORGE ALFREDO O JORGE LUIS – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 
34.668/11)  (Tomo 167: 373/382 - 04 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo. Absolución. Inmediación. Principio de la duda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 161/163. 
DOCTRINA: El Tribunal de casación no debe subrogar al de juicio, avasallando los beneficios de la inmediación 
que da razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal, y le está vedado asignar crédito o restárselo a una prue-
ba producida en la audiencia de debate que el juez conoció de manera directa, salvo que su apreciación aparezca 
dotada de un sustento arbitrario por contrariar las normas de la sana crítica racional, o que no se halle acompaña-
da de fundamento alguno. 

No resulta posible al Tribunal de casación desvirtuar la apreciación del tribunal de juicio en cuanto afir-
ma, luego de haber tomado contacto directo con la víctima y el imputado, que éste no coincide en nada con el 
sujeto que describe aquélla en su declaración testimonial al referirse al causante del robo, pues precisamente en 
ese cotejo versa la importancia del interrogatorio previo al sujeto reconociente para que describa a la persona que 
se pretende individualizar, y la mayor o menor coincidencia determinará el valor probatorio del acto. 

El estado de incertidumbre no exige convicción sobre la inocencia del imputado, sino que presume res-
puestas positivas y negativas en torno a uno de los elementos esenciales de la imputación penal, que resultan de 
un análisis de mérito vinculado exclusivamente a las pruebas producidas. En tal hipótesis, basta la duda para 
fundar la absolución; y ello de ningún modo exige la convicción de inocencia, pues en materia criminal se debe 
aplicar en toda su extensión la máxima “onus probandi incumbit actori” exigiéndose al acusador una demostra-
ción plena y completa de la culpabilidad del acusado. 

La viabilidad de un pronunciamiento condenatorio requiere un convencimiento razonablemente alcanza-
do mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable 
al acusado. Si ello no ocurre, resulta necesario salvaguardar el estado de inocencia, que no ha logrado ser reverti-
do y del cual el beneficio de la duda es consecuencia directa y necesaria. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas. DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C FLORES, JORGE RAÚL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.161/11)  (Tomo 167: 
765/772 - 13 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma agravado por la intervención de 

menores; concurso real; valoración de la prueba; libertad probatoria; sana crítica; certeza para condenar. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 367/369. 
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DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al imputado como coautor del delito de robo calificado 
por el uso de arma agravado por la intervención de menores, en concurso real, si en la sentencia el tribunal de 
juicio tuvo por acreditado que fue quien desapoderó de una billetera conteniendo dinero, teléfono celular y otros 
objetos al damnificado mediante amenazas de arma blanca, junto a menores de edad; en tanto de otra causa que 
se sigue contra el mismo surge que interceptó, junto a un grupo de personas, a un menor que transitaba junto a su 
amigo rumbo al establecimiento educacional al que concurren, y uno de los asaltantes sorpresivamente tomó del 
cuello, asentó un elemento filoso a una de las víctimas y otro sujeto le quitó las zapatillas, en tanto otro propinaba 
un golpe de puño en el estómago al otro damnificado, huyendo con el botín, a partir de las declaraciones incrimi-
nantes de las víctimas, avaladas por los informes policiales; las actas de secuestro de armas blancas, lo declarado 
por los menores que fueron absueltos en atención a su minoría de edad a la fecha de la comisión del ilícito, de 
quienes el imputado dijo ser amigo durante el debate, que indicaron la utilización de armas blancas en el cometi-
miento del despojo junto al imputado recurrente, y ello se aúna con objetos que se hallaban en poder del imputa-
do, reconocidos como propios por los damnificados.  
      En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica ra-
cional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos 
por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del 
hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a 
directiva o tasación legal alguna. 

El empleo de un arma como elemento agravante del robo no sólo puede demostrarse mediante su secues-
tro. Es claro que este procedimiento permite adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstancia califi-
cante, pero el principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente 
aludidos por la ley, da un margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier ele-
mento razonablemente apto para establecer la verdad toda vez que el objeto sometido a valoración puede ser 
probado por cualquier medio. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LÓPEZ, CRISTIAN LÁZARO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.735/11)  (Tomo 
167: 989/998 - 02 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma; coautor; libertad probatoria; sana 

crítica; motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 271/276 vta. 
DOCTRINA: La condena por el delito de robo con arma es plenamente válida si el tribunal ha considerado que 
las pruebas de cargo resultan inequívocas, al consistir en el secuestro de dos cuchillos y del dinero producto del 
delito, lo que se aúna con las declaraciones testimoniales de la víctima introducidas por lectura al debate sin opo-
sición de la defensa, y del personal policial actuante, todo lo que sumado acredita acabadamente la existencia del 
hecho y la coautoría de los imputados en su comisión. 
           En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica ra-
cional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos 
por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del 
hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a 
directiva o tasación legal alguna. 

Es improcedente la pretendida causal de atenuación por el consumo de pasta base que invoca la defensa 
de una coimputada, si todo su accionar denota un estado de lucidez y conciencia en la dirección de sus acciones, 
y su aporte delictivo en el hecho se verifica en su activa participación en todo el desplegar delictivo hasta el mo-
mento final en el que fueron aprehendidos por personal policial, momento en que intentó deshacerse de los cuchi-
llos, según ella misma especificara en su declaración indagatoria introducida en legal forma al debate oral. 
         La sentencia cuenta con debida motivación, si tanto en lo relativo a la reconstrucción fáctica del hecho 
como al derecho aplicable, es fruto de una valoración acorde con las reglas que rigen la sana crítica racional. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kaufman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ORTUÑO, JUAN EDUARDO; CRUZ, GISELA DAIANA – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. 
Nº CJS 34.473 /11)  (Tomo 167: 979/988 - 02 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma, valoración de la prueba; libertad 

probatoria; sana crítica; reconocimiento en rueda de personas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 286/290. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de robo calificado por el uso de arma, si el tribunal 
de juicio tuvo por acreditado que uno de los coimputados, en compañía del otro, valiéndose de una “punta” redu-
jo a la víctima y le sustrajo una “riñonera” que contenía un teléfono celular y otros elementos personales y que, 
previo a retirarse, lo arrojaron al suelo y le propinaron una patada en el rostro, lesionándolo en la boca, codo y 
mano derecha, no sólo en base a los dichos de la víctima y las declaraciones testimoniales prestadas en el debate 
por los funcionarios policiales que participaron en la detención de los acusados y el secuestro de los elementos 
que se encontraban en su poder -y que comparecieron a la audiencia de debate a ratificar sus actuaciones- sino 
por el resultado del secuestro practicado al momento de la detención, encontrándose en poder de uno de los impu-
tados un cuchillo tipo sierra, y algunos de los objetos que fueron denunciados como sustraídas al menor damnifi-
cado. 
       En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica ra-
cional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos 
por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del 
hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a 
directiva o tasación legal alguna. 

Resulta de especial valor como prueba de cargo el reconocimiento en rueda de personas celebrado en la 
instrucción, donde el denunciante identificó a uno de los imputados, elemento que es contundente, pues no puede 
negarse el valor que representa la identificación de los acusados por la víctima en un acto celebrado en la etapa de 
instrucción, aunque en este caso lo fuera de manera insegura con respecto a uno de ellos. 

El recurso propugnado no debe proceder, si la sentencia recurrida mantiene una congruente relación en-
tre las premisas que establece y las conclusiones a las que arriba, la prueba producida y el derecho aplicado, todo 
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lo cual aventa la acusación de trasgresión de las pautas de razonabilidad en la formación del juicio, e impide su 
descalificación como acto jurisdiccional válido por el razonamiento del tribunal de mérito. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C HUMANO, RAMÓN FRANCISCO; OCARANZA, VÍCTOR – RECURSO DE CASACIÓN (Ex-
pte. Nº CJS 34.345/11)  (Tomo 167: 937/946 - 02 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de usurpación. Absolución, principio de la duda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 166/ 172 y, en su mérito, 
dejar sin efecto la condena impuesta en la sentencia de fs. 159 vta., cuyos fundamentos obran a fs. 160/163 vta. y 
absolver a Ricardo Vidal del hecho por el que fuera requerido en autos. 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de usurpación por despojo por haber privado de la ocu-
pación de un inmueble mediante la demolición de un galpón, a los ofendidos, si en el fallo se asume que el hecho 
fue realizado por personas diferentes al acusado, por lo cual surge que no llevó a cabo la acción imputada y no 
puede resultar autor material. 
       Es autor el que ejecuta el hecho, es decir quien realiza actos que integran la prohibición penal, por ser 
típicamente consumativos o materialmente complementarios de aquéllos. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, 

Catalano, Cornejo y Ferraris) 

Corresponde absolver al acusado por el principio de la duda, si de la prueba reunida en el debate surgen 
importantes dudas de la efectiva posesión que tenía la familia del denunciante sobre el predio en cuestión. 

El presupuesto ineludible del despojo como medio comisivo del delito de usurpación es la existencia de 
una posesión o tenencia (señorío sobre la cosa); poder de hecho de parte del sujeto pasivo del cual se ve privado 
por el acusado, que debe ser real y efectivo. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:C/C VIDAL RICARDO - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 33.688/10)  (Tomo 167: 55/62 - 
26 /junio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delitos de robo calificado por el uso de armas y amenazas agravadas; libertad 

probatoria; sana crítica, certeza para condenar. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 637/644 vta. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar a acusado como coautor del delito de robo calificado, si el 
tribunal tuvo por acreditada su responsabilidad con la declaración incriminante del menor víctima, quien el día 
del suceso reconoció a sus atacantes, incluso por sus “alias” por ser vecinos de su hermana, como los autores de 
la golpiza recibida, incluyendo una “punta” o cuchillo utilizado como instrumento intimidante para que soltara las 
dos ruedas de motocicleta que portaba, y sus zapatillas, siendo además lesionado en las muñecas y en el rostro, 
lesiones que constataron su madre, quien lo trasladó al hospital, y su hermana, inmediatamente después del vio-
lento ataque sufrido, lo que se aúna con la declaración de una vecina que observó al acusado cuando golpeaba la 
puerta de su casa y gritaba con alborozo que llevaba las dos ruedas de motocicleta, testigo que fue amenazada por 
el imputado a los pocos días del hecho, dio aviso al Servicio de Emergencias 911, con lo que el tribunal encontró 
también probado el delito de amenazas. 

El empleo de un arma como elemento agravante del robo no sólo puede demostrarse mediante su secues-
tro. Es claro que este procedimiento permite adquirir la evidencia de más alto valor sobre esa circunstancia califi-
cante, pero el principio de libertad probatoria imperante en el proceso penal, salvo en supuestos taxativamente 
aludidos por la ley, da un margen amplio para que la convicción se alcance a través del análisis de cualquier ele-
mento razonablemente apto para establecer la verdad. 
           En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la libre convicción del juez o sana crítica ra-
cional. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos 
por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del 
hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a 
directiva o tasación legal alguna. 

Es justa la sanción aplicada dentro del margen de la escala punitiva brindada por la calificación legal de 
los hechos, que se compadece enteramente con las circunstancias que rodean la causa y la persona del condenado 
en cuanto al grado de reprochabilidad y peligrosidad que cabe atribuirle, con arreglo a los índices de ponderación 
que gobiernan la aplicación de la pena, y no puede predicarse de ella injusticia, inequidad o desproporcionalidad. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MORENO, ROBERTO ISMAEL; CORBALÁN, JOSÉ RAMÓN – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 34.618/11) (Tomo 167: 581/594 - 13 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Errónea concesión del recurso; preclusión procesal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal concedido el recurso de casación interpuesto a fs. 71/74.  
DOCTRINA: Corresponde declarar mal concedido el recurso de casación, si el tribunal carecía de competencia 
para retrotraer el trámite del incidente mediante la suspensión de plazos, a una instancia ya precluida, en la cual 
no se articuló el recurso previsto en la ley pese a los claros mandatos que rigen las formalidades de su interposi-
ción.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VARGAS, JUAN JOSÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO 
DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.639/11)  (Tomo 167: 103/106 - 26 /junio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Funcionario público. Suspensión del plazo de prescripción de la acción penal. 

Constitucionalidad del artículo 67 del Código Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 401/403 vta. y, en su méri-
to, dejar sin efecto la resolución de fs. 399/400. 
DOCTRINA: La especial calidad funcional y las consecuencias que puede producir en el ejercicio de la 
potestad represiva estatal, constituye una excepción fundada en legítimos motivos que autorizan la diferen-
cia normativa en orden al curso de la prescripción y exige su concreta aplicación siempre que se veri-
fiquen los requisitos subjetivos y objetivos previstos en la ley. 
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        El segundo párrafo del artículo 67 del Código Penal introducido por ley 25188, amplía el supuesto 
de suspensión de la prescripción a todos los delitos cometidos en ejercicio de la función pública, y hace exten-
sivo ese efecto a todos los partícipes mientras cualquiera de ellos se encuentre desempeñando un cargo público. 

El concepto de funcionario o empleado público es de carácter funcional, se relaciona con la participación 
de la persona en la función pública de acuerdo con el artículo 77 del Código Penal, y alcanza a todo aquél que 
participa accidental o permanentemente del ejercicio de funciones públicas cualquiera sea el modo de designa-
ción. 

No corresponde declarar la prescripción de la acción si en la causa operó una suspensión del curso de la 
prescripción motivada en el carácter de empleado judicial que revestía el acusado a la fecha del ilícito imputado, 
la que se extendió desde el día del cese de sus funciones y desde esta fecha, no ha transcurrido el plazo mínimo 
para que opere el instituto. 

No es inconstitucional el artículo 67 del Código Penal, pues la especial calidad de funcionario público y 
las consecuencias que tuvo en cuenta el legislador puede producir en el ejercicio de la potestad represiva estatal, 
son suficientes razones para establecer la diferencia normativa en orden al curso de la prescripción y en relación a 
otros imputados que no posean tal calidad, siendo además que la igualdad establecida por el art. 16 de la Consti-
tución Nacional no es otra cosa que el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a 
unos de lo que en iguales circunstancias se concede a otros. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C BARBOZA, MIGUEL ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.363/11)  (Tomo 
167: 727/738 - 13/julio/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Individualización judicial de la pena; correlación entre acusación y sentencia; 

derecho de defensa en juicio. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 325/328. 
DOCTRINA: De acuerdo al precedente "Amodio" de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos, 
330:2658), la potestad del órgano jurisdiccional al ejercer las atribuciones de los artículos 40 y 41 del Código 
Penal no se encuentra limitada por el concreto pedido de pena efectuado por el Ministerio Público Fiscal. 

Ello constituye un corolario de la garantía penal de "judicialidad" consagrada en el art. 18 de la C.N., los 
arts. 14.1 y 15.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y 8.1 y 9º de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos; pilar fundamental del derecho penal según el cual la pena debe encontrarse previamen-
te establecida en la ley y sólo puede ser impuesta por el juez competente. 

La existencia de una acusación concreta y oportunamente intimada –base del juicio penal- cumple las 
exigencias del debido proceso y salvaguarda absolutamente el derecho de defensa, en un todo de acuerdo a las 
garantías de legalidad y de judicialidad. 

Es justa la pena impuesta al acusado por los delitos de robo calificado por el uso de arma y robo califi-
cado por el uso de arma en grado de tentativa (dos hechos), si es acorde a los arts. 40 y 41 del C.P., respeta las 
pautas fijadas en éste último y en atención a la pluralidad de hechos condenados y a la persistencia delictiva del 
acusado, que fuera correctamente declarado reincidente por primera vez en el fallo impugnado. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ALEGRE, LUIS OSCAR - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 34.307/11)  (Tomo 167: 
451/456 - 10 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción; querella; inexistencia de actos interruptivos; cuestio-

nes que suspenden el curso de la prescripción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 280/285. 
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que dicta el sobreseimiento por prescripción de la acción, si desde 
la presentación de la querella hasta la fecha de la decisión cuestionada el término no fue interrumpido por acto 
alguno y, además, el informe del Registro Nacional de Reincidencia comunica que contra el acusado no se dictó 
sentencia condenatoria que haya interrumpido el curso de la prescripción. 
           Tratándose de delitos donde aparecen con nitidez hechos plurales con unidad de sentido o una misma 
empresa difamatoria, ello no multiplica por sí mismo los hechos, cuando ellos son idénticos y los propósitos y las 
imputaciones similares. (Del voto de los Dres. Vittar, Posadas, Kauffman, Granata, Pancio y Román) 

Debe considerarse que la acción privada se encuentra  prescripta, si se ha cumplido con la agregación del 
informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia donde consta la inexistencia de sentencia condenato-
ria del acusado que haya interrumpido el curso de la prescripción. 

Las únicas causales de suspensión del curso de la prescripción son la calidad funcional del acusado, las 
cuestiones previas y las prejudiciales. 

Las cuestiones previas exigen una resolución que preceda al proceso penal sin la cual éste no pueda ini-
ciarse (desafuero y antejuicio) y las cuestiones prejudiciales, un pronunciamiento en otro juicio anterior a la sen-
tencia del delito, como sucede con el supuesto del artículo 1104 del Código Civil. (Del voto de los Dres. Posa-

das, Granata, Kauffmani, Pancio y Román) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Kauffman, Posadas –Jueces de Corte-, Enrique Carmelo Granata, Julio Víctor Pancio, 
Raúl Román –Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: QUERELLA CON-
TRA ROMERO, ROBERTO EDUARDO POR CALUMNIAS E INJURIAS A ÁLVAREZ, FRANCISCO JOSÉ 
– RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 31.134/08)  (Tomo 167: 573/580 - 11 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; sobreseimiento dictado cuando estaba vigente la 

acción, cómputo del plazo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 41 y vta. y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 39 y vta.  
DOCTRINA: Para que el curso de la prescripción se interrumpa con el requerimiento de juicio, es necesario que 
dicho acto pertenezca al proceso, de acuerdo a lo que establezcan sus normas reguladoras. 

Corresponde dejar sin efecto la resolución que dispone el sobreseimiento, si desde la fecha de recepción 
del requerimiento de juicio hasta el decreto de citación a juicio no había transcurrido el plazo de prescripción de 
la acción penal. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman y Ferraris) 
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          Es válida la resolución que dicta el sobreseimiento del acusado, si el decreto de citación a juicio fue 
dictado cuando ya se encontraba prescripto el delito endilgado en el requerimiento de juicio, pues el cómputo del 
plazo debe efectuarse a partir de la fecha de dicha requisitoria y no, desde su notificación. (Del voto del Dr. Vit-

tar) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas. DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C SOTO, LILIANA - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.339/11) (Tomo 167: 611/616 - 
13 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; sobreseimiento dispuesto en base a un informe 

nominativo del Registro Nacional de Reincidencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 114/ 115 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 113 y vta. 
DOCTRINA: El dictado de una resolución de la magnitud del sobreseimiento, que pone fin a la pretensión perse-
cutoria del Estado en el proceso penal, exige de parte del tribunal que lo va a dictar, verificar que el plazo de 
prescripción no se haya interrumpido, lo que sólo se puede cumplir a partir del informe del Registro Nacional de 
Reincidencia que reúna las exigencias normativas, en tanto constituye una exigencia del principio de legalidad. 

No resulta posible sustituir los informes certeramente expedidos mediante el cotejo de fichas dactilares, 
por los llamados informes nominativos que emite el Registro Nacional de Reincidencia, a los que no corresponde 
atribuir un valor probatorio sobre la inexistencia de causal interruptiva de la prescripción por comisión de un 
nuevo delito. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C IBÁÑEZ, RAQUEL YOLANDA – RECURSO DE CASACIÓN     (Expte. Nº CJS 34.608/11)  
(Tomo 167: 963/968 - 02 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Revocatoria de providencia que rechaza ofrecimiento de pruebas: inexistencia de 

una defensa efectiva y eficaz.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 154/ 156 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto el decreto de fs. 153 y ordenar que bajen los autos para que la Juez Correccional y de 
Garantías y de Menores de Segunda Nominación del Distrito Judicial Tartagal, disponga lo necesario para permi-
tir a la defensa técnica del acusado que ofrezca prueba previo a la celebración del debate.  II. COMUNICAR al 
Colegio de Abogados y Procuradores de la Provincia a los efectos señalados en el considerando 7º del presente 
(arts. 66 primer párrafo “in fine”, 118 inc. c) y cc. de la ley 5412). 
DOCTRINA: Debe revocarse la providencia que rechaza el pedido de ofrecimiento de pruebas, si de las constan-
cias de la causa surge que el acusado careció de una defensa efectiva y eficaz, en razón de que luego de ser debi-
damente notificado su defensor, vencido el término de ofrecimiento de prueba no hubo actividad de esa parte y se 
fijó audiencia de debate, a la cual asistió solamente el acusado –sin integrar su personalidad procesal- e informó 
la pérdida de contacto con el letrado oportunamente designado, por lo cual se suspendió el juicio y se designó a la 
defensora oficial, quien solicitó se le permitiera subsanar la falencia anterior, lo que le fue denegado dando lugar 
al decreto cuestionado. 

El derecho de defensa no se satisface con la mera designación formal de un asistente técnico, pues, para 
realizar la garantía constitucional, el letrado debe dar cumplimiento real del importante ministerio que asumió a 
efectos que la defensa sea, verdaderamente, efectiva. 

La posibilidad de valerse de prueba en el juicio es un correlato indispensable para dar cumplimiento al 
debido proceso, caracterizado, desde hace mucho tiempo atrás, mediante la concurrencia de las formas sustancia-
les relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia dictada por los jueces naturales. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VARGAS TORRICO, JOSÉ FABIÁN – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.961/10)  
(Tomo 167: 851/858 - 01 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; delitos con pena de inhabilitación. Constituciona-

lidad del último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos 
a fs. 24/28. 
DOCTRINA: Para que proceda la suspensión del juicio a prueba en los delitos con pena de inhabilitación, los 
fines de prevención especial perseguidos por la norma no pueden ser soslayados ni desconocidos, pero, sin em-
bargo, recurriendo a la propia letra de la ley y con fundamento en la razonabilidad e igualdad jurídica, éstos pue-
den ser superados de imponerse como regla de conducta la inhabilitación requerida, logrando, inclusive anticipa-
damente, el efecto y consecuencias requeridas: incapacidad especial para desarrollar la actividad supuestamente 
generadora del delito. 

La resolución que deniega la suspensión del juicio a prueba no posee vicios ni viola derecho constitucio-
nal alguno si el acusado se niega a someterse a inhabilitación provisoria, con lo cual deja sin protección los inter-
eses generales protegidos, excluye la posibilidad de exceptuar la celebración del juicio oral y público a efectos de 
determinar -positiva o negativamente- la responsabilidad penal en el hecho imputado, e implica, como necesaria 
consecuencia, un impedimento particular para gozar del beneficio. 

Debe desestimarse el planteo de inconstitucionalidad del último párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal que efectúa la defensa, si en el caso no se evidencia que la interpretación de los alcances de la norma y la 
consecuente aplicación que efectuara el tribunal, haya infringido los principios de igualdad, congruencia, razona-
bilidad, proporcionalidad y mínima intervención contenidos en la Constitución Nacional. (Del voto de los Dres. 

Vittar, Catalano, Ferraris y Kauffman) 

 La suspensión del proceso a prueba resulta admisible en cualquier hipótesis de delito reprimido con 
inhabilitación, si se le impone al imputado el deber de cumplir, en el período de prueba, con ciertas reglas de 
conducta dirigidas a remediar su posible incompetencia, a fin de neutralizar el peligro de ejecución de actos pro-
bablemente riesgosos para terceros. 

La pena de inhabilitación es una sanción que supone la pérdida de capacidad para realizar determinada 
actividad, y su imposición tiene una finalidad readaptadora ante la posibilidad que durante el tiempo de exclusión 
el penado reflexione o readapte su conducta a las exigencias de una determinada actividad, además de perseguir 
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una finalidad reparadora frente a la víctima y la sociedad, en tanto se retribuye el delito impidiendo el ejercicio de 
un derecho directamente involucrado en su comisión. (Del voto de la Dra. Kauffman) 

No resulta razonable, ni se compadece con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del Códi-
go Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a que 
tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. 

El criterio que limita el alcance del beneficio de la suspensión del juicio a prueba a los delitos que tienen 
prevista una pena de prisión o reclusión cuyo máximo no supere los tres años se funda en una exégesis irrazona-
ble de la norma que no armoniza con el principio “pro homine”, toda vez que consagra una interpretación exten-
siva de la punibilidad que niega un derecho que la propia ley reconoce, otorgando una debida preeminencia a sus 
primeros párrafos sobre el cuarto, al que deja totalmente inoperante. (Del voto del Dr. Cornejo) 

No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, en vir-
tud de la prohibición expresa establecida en el artículo 76 bis del Código Penal. (Del voto de los Dres. Díaz y 

Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C OLA, MARCOS RENÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECURSO 
DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD (Expte. Nº CJS 34.294/11)  (Tomo 167: 705/726 - 13 /julio/ 
2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Homicidio culposo, pena de inhabilitación. Com-

petencia. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 90/93.  
DOCTRINA: Para obtener la suspensión del juicio a prueba sin violar los fines de prevención especial amparados 
ni los demás preceptos en vigencia, cuando el delito acusado sea homicidio culposo, es necesario que el imputado 
reúna todos los requisitos exigidos, voluntariamente acepte que se imponga la incapacidad por el plazo necesario 
y, además, consienta que –cumplido dicho plazo- los efectos previstos en el 4º párrafo del artículo 76 ter del 
Código Penal procederán a resultas de la valoración que efectúe en ese momento el magistrado respecto al cum-
plimiento de la regla de conducta impuesta de conformidad al 2º párrafo del artículo 20 ter del mismo código. 
(Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Kauffman) 

      No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de inhabilitación, en 
virtud de la prohibición expresa establecida en el artículo 76 bis del Código Penal. (Del voto de los Dres. Posa-

das y Díaz) 

Si el accidente que motiva la comisión del delito se produjo sobre una ruta nacional, es de competencia 
federal, lo que invalida todo lo actuado por el juez provincial que carecía de competencia para intervenir. 

La competencia federal es improrrogable e inalterable. El fuero federal es taxativo, limitado, restrictivo y 
extraordinario, porque los lugares afectados a la jurisdicción nacional, son de su exclusiva competencia. (Del voto 

del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C MARTÍNEZ, GERÓNIMO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RE-
CURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.689/10)  (Tomo 167: 1077/1100 - 13 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Ofrecimiento de reparación del daño, razonabili-

dad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 18/20.  
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido una 
reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la víctima y a sus propias posibilida-
des que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos reclamados civilmente a título de indemnización o 
resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser estimado como un gesto serio y sincero que demues-
tre la internalización del acusado con la  víctima y con el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una 
tragedia en la vida real. 
         No puede ser tenido como un ofrecimiento razonable de reparación de los daños al damnificado directo 
del delito, la referencia genérica al texto de la ley y la remisión a una futura petición del interesado que formula la 
defensa.  (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Kauffman) 

Si la parte damnificada, que persigue su reparación civil en el proceso penal expresa su disenso, el mis-
mo será un elemento a ponderar por el juez en el marco de la razonabilidad, ya que la ley, en caso de suspensión 
del juicio, declara habilitada para el damnificado la vía civil correspondiente.  

La ley exige el ofrecimiento del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo 
posible, lo que significa que sea razonable; las modalidades de tiempo y forma propuestas, debían, por un lado 
partir, de las posibilidades del imputado y, además, ser proporcionales a la entidad del supuesto daño producido, 
como objeto perseguido, su internalización con el damnificado y el hecho que jurídicamente imputado, constitu-
yen una tragedia de la vida real. (Del voto del Dr. Cornejo) 

No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito que se imputa se encuentra conminado con pena 
conjunta de inhabilitación, lo que impide la concesión del beneficio solicitado en mérito a la expresa prohibición 
dispuesta en el último párrafo del art. 76 bis del Código Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C BARCELÓ, EXEQUIEL EDUARDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA 
– RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.354/11)  (Tomo 167: 999/1008 – 06/agosto/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; omisión de dar intervención al damnificado; 

delito con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 65/ 75 y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 63 y vta. y ordenar que se dicte una nueva, previa participación del damnifi-
cado. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que se expide sobre el pedido de suspensión del juicio a 
prueba, si ha prescindido al momento de su motivación, de valorar un elemento indispensable cual es oír a todas 
las partes damnificadas sobre el ofrecimiento de la reparación del daño propuesto por el imputado, por lo que no 
satisface, sino en forma aparente, el requisito de raíz constitucional de constituir una derivación razonada del 
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derecho aplicable con adecuada referencia a los hechos de la causa. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Fe-

rraris y Kauffman de Martinelli) 

El beneficio de suspensión de juicio a prueba abarca tanto los delitos cuya pena privativa de libertad en 
abstracto no exceda los tres años de prisión o reclusión como así también aquella categoría de injustos que aún 
superando en su dosimetría máxima dicho monto, el posible pronunciamiento a dictarse sea de ejecución condi-
cional. 

No resulta razonable ni se compadece con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del Códi-
go Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a que 
tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. (Del voto del Dr. Cornejo) 

No procede la suspensión del juicio a prueba en los delitos con pena de inhabilitación, en virtud de la 
expresa prohibición dispuesta en el último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal. (Del voto de los Dres. 

Díaz y Posadas) 

TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas. DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: C/C JIMÉNEZ, DANIEL E-DUARDO – RECURSO DE CASACIÓN   (Expte. Nº CJS 33.229/10)  
(Tomo 167: 633/650 - 13 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; omisión de dar participación a los damnificados; 

reparación del daño; delitos con pena de inhabilitación.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 30/32 y, en mérito, dejar 
sin efecto la resolución de fs. 28 y vta. 
DOCTRINA: Para acceder al beneficio de la suspensión del juicio a prueba es necesario que el imputado ofrezca 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. Esta obli-
gación procura brindar una respuesta al damnificado a través de alguna forma de desagravio frente al daño que 
pueda habérsele causado, como un intento de internalizar en él la existencia de un posible afectado por el hecho 
que se le atribuye, toda vez que la idea principal de la reparación se vincula con la actitud del imputado mostran-
do su voluntad de saneamiento del conflicto para hacerse merecedor del beneficio. 

Corresponde dejar sin efecto la resolución que se expide sobre el pedido de suspensión del juicio a prue-
ba, si ha prescindido al momento de su motivación, de valorar un elemento indispensable cual es oír a todas las 
partes damnificadas sobre el ofrecimiento de la reparación del daño propuesto por el imputado, por lo que no 
satisface, sino en forma aparente, el requisito de raíz constitucional de constituir una derivación razonada del 
derecho aplicable con adecuada referencia a los hechos de la causa. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, 

Kauffman de Martinelli y Vittar) 

Entre los fines político criminales de la suspensión del juicio a prueba se encuentra además del de procu-
rar reparar el daño a la víctima de acuerdo a las posibilidades del imputado, aquel conforme al cual el instituto 
constituye un beneficio instituido a favor del presunto autor del hecho que tiende a evitar que sea sometido a 
juicio y siempre que éste cumpla con las reglas de conducta impuestas por el juez al momento de concederlo. 
            No resulta razonable, ni se compadece con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del Código 
Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a que 
tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. (Del voto del Dr. Cornejo) 

No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito imputado se encuentra reprimido con pena de 
inhabilitación, en función de la prohibición expresamente establecida en el último párrafo del artículo 76 bis del 
Código Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: GAY, CRISTIAN ARMANDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA - RE-
CURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.907/ 10)  (Tomo 167: 901/920 - 02 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; omisión de dar intervención al damnificado; 

reparación del daño; delitos con pena de inhabilitación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 15/ 20 y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 13 y vta. y ordenar que dicte una nueva, previa participación de los damnifi-
cados. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que se expide sobre el pedido de suspensión del juicio a 
prueba, si ha prescindido al momento de su motivación, de valorar un elemento indispensable cual es oír a todas 
las partes damnificadas sobre el ofrecimiento de la reparación del daño propuesto por el imputado, por lo que no 
satisface, sino en forma aparente, el requisito de raíz constitucional de constituir una derivación razonada del 
derecho aplicable con adecuada referencia a los hechos de la causa. 
           Para acceder al beneficio de la suspensión del juicio a prueba el imputado debe ofrecer hacerse cargo de 
la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. Esta obligación procura 
brindar una respuesta a la víctima a través de alguna forma de desagravio frente al daño que pueda habérsele 
causado, como un intento de internalizar en él la existencia de un posible afectado por el hecho que se le atribuye. 

El ofrecimiento de reparación de los daños se dirige al damnificado del delito, que puede o no aceptarlo, 
pero siempre, necesariamente, debe tener la posibilidad de pronunciarse previamente al examen sobre su razona-
bilidad que, luego, efectúa el tribunal. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman y Vittar) 

No procede la suspensión del juicio a prueba si los delitos imputados se encuentran reprimidos con pena 
de inhabilitación, en virtud de la expresa prohibición dispuesta en el último párrafo del artículo 76 bis del Código 
Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 

El artículo 76 bis del Código Penal exige como uno de los requisitos para su procedencia que el máximo 
de la pena no exceda de tres años, pero para ello no debe perderse de vista que el principio de legalidad exige 
priorizar una exégesis restrictiva dentro del límite semántico del texto legal, en consonancia con el principio 
político criminal que caracteriza al derecho penal como “última ratio” del ordenamiento jurídico y con el princi-
pio “pro homine” que impone privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano. 

El beneficio de suspensión de juicio a prueba abarca tanto los delitos cuya pena privativa de libertad en 
abstracto no exceda los tres años de prisión o reclusión como así también aquella categoría de injustos que aún 
superando en su dosimetría máxima dicho monto, el posible pronunciamiento a dictarse sea de ejecución condi-
cional. (Del voto del Dr. Cornejo) 
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TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C SAIQUITA, ROBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A PRUEBA – RECUR-
SO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.741/10)  (Tomo 167: 1051/1070 - 06 /agosto/ 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; reparación del daño; delitos con pena de inhabi-

litación. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 62/65 vta. 
DOCTRINA: El ofrecimiento del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible 
significa que el mismo sea razonable. Esta obligación procura brindar una respuesta a la víctima a través de algu-
na forma de desagravio frente al daño que pueda habérsele causado, como un intento de internalizar en él la exis-
tencia de un posible afectado por el hecho que se le atribuye. 

Si el “quantum” total del ofrecimiento es verdaderamente irreal frente a la naturaleza del bien jurídico 
lesionado –la vida-, contraviene los fines perseguidos por el instituto con su exigencia y bajo ningún concepto 
demuestra algún tipo de internalización del acusado con los damnificados y el hecho imputado. 

Para que la prohibición del último párrafo del artículo 76 bis del Código Penal sea superada, resulta ne-
cesario que el fin de prevención especial perseguido por la ley sea cumplido mediante el ofrecimiento personal y 
voluntario del imputado de auto-inhabilitarse. (Del voto de los Dres. Catalano, Vittar, Kauffman de Martinelli y 

Ferraris) 

La suspensión del juicio a prueba tiene por finalidad un sentido preventivo especial, en tanto que se pre-
tende posibilitar la resocialización del imputado mediante la imposición de una serie de reglas y pautas de con-
ducta que debe cumplir. 

Entre los fines políticos criminales del instituto se encuentra además del de procurar reparar el daño a la 
víctima de acuerdo a las posibilidades del imputado, aquel conforme al cual la suspensión del juicio a prueba 
constituye un beneficio instituido a favor del presunto autor del hecho que tiende a evitar que sea sometido a 
juicio y siempre que éste cumpla con las reglas de conducta impuestas por el juez al momento de concederlo; por 
ende, una correcta aplicación del beneficio deberá observar el cumplimiento de ambos requisitos. 

No resulta razonable, ni se compadece, con el propio régimen establecido por el artículo 76 bis del Có-
digo Penal a su respecto, que los delitos sancionados con pena privativa de libertad resulten excluidos debido a 
que tienen también prevista una pena de menor gravedad como la inhabilitación. (Del voto del Dr. Cornejo) 

No procede el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con pena de in-
habilitación, prohibición expresamente dispuesta en el artículo 76 bis último párrafo del Código Penal. (Del voto 

de los Dres. Posadas y Díaz) 

TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C CASTRILLO MACLUF, JORGE PABLO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A 
PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.705/10) (Tomo 167: 431/450 - 10 /julio/ 2012) 
 
RECURSO DE REVOCATORIA. Legitimación procesal; derecho de defensa en juicio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de revocatoria interpuesto a fs. 810 y vta., con costas al 
vencido. 
DOCTRINA: Las cuestiones que atañen a la legitimación sustancial -como aquellas referidas a la representación 
de parte- no pueden prosperar si, por considerarse que el recurrente carece de legitimación para actuar, se frustra 
el derecho a ser oído de quien tiene un interés propio en el litigio, lo cual irroga un agravio directo a la garantía 
constitucional de defensa en juicio  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C ANSELMI MAGNONE, GUSTAVO JUAN - RECURSO DE CASACIÓN (Expte. N° CJS 
34.308/11)  (Tomo 167: 63/66 - 26/junio/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL.  Cuestiones de hecho, prueba y derecho común; prescripción 

de la acción pena. Doctrina de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 138/142. 
DOCTRINA: El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objetivo concreto 
y restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional 
resulta la base misma del recurso.  
             Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del 
pleito y la invocada cuestión constitucional. 
             El conocimiento y decisión de cuestiones que refieren a prescripción de la acción penal y a las causales 
de interrupción, que constituyen cuestiones de hecho, prueba y derecho común, son materia propia de los jueces 
de la causa y extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del art. 14 de la ley 48.  
             La arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que les 
son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia 
específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en estos aspectos, 
graves defectos de fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido como acto jurisdiccional.   
TRIBUNAL: Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
QUERELLA POR INJURIAS INTERPUESTA POR EL DR. CHAMORRO, JOSÉ FERNANDO CONTRA 
GARECA, ROBERTO ELIO; FARFÁN, ERICA G. – RECURSO DE CASACIÓN  (Expte. Nº CJS 33.537/10) 
(Tomo 167: 1041/1050 – 06/agosto/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de hecho y prueba resueltas en casación. Doctrina 

de la arbitrariedad. 

CUESTION RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 359/375 vta. 
DOCTRINA: Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia 
del pleito y la invocada cuestión constitucional. 

No procede la vía del recurso extraordinario federal, si el impugnante se limita a reiterar agra-
vios que se presentan como una disidencia relativa a cuestiones de hecho y prueba que si bien puede, como lo 
hizo, integrar la materia de la casación, no alcanza para dar sustento a la vía intentada, de inequívoco carácter 
excepcional, sino en supuestos extremos de arbitrariedad. 
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La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la deci-
sión de cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir te-
mas ajenos a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado 
contenga, en estos aspectos, graves defectos de fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido como 
acto jurisdiccional.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUERRERO, HÉCTOR ARMANDO – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 33.504/10) 
(Tomo 167: 805/814 – 13/julio/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de hecho y prueba resueltas en casación. Doctrina 

de la arbitrariedad. 

CUESTIÓN RESUELTA:  I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 590/600 vta.  
DOCTRINA: No procede el recurso extraordinario federal, si los vicios atribuidos al pronunciamiento impugna-
do sólo ponen de manifiesto una discrepancia del recurrente con lo resuelto sobre cuestiones de hecho y prueba y 
se limitan a la reproducción casi textual de los agravios, propios de casación, ya atendidos y resueltos.  

No constituye un agravio constitucional que torne viable el recurso extraordinario federal, la alegación 
de una supuesta violación al derecho de defensa del imputado ocasionada por una calificación y una imposición 
de pena distintas a la propuesta por el fiscal.  

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto abrir una instancia ordinaria para debatir temas ajenos 
a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en 
esos aspectos, violación a normas constitucionales o graves defectos de fundamentación y razonamiento que lo 
hagan inválido como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C FLORES, MIGUEL ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.039/10)  (Tomo 
167: 921/926 - 02/agosto/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de hecho y prueba resueltas en casación; reiteración 
de agravios. Doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR los recursos extraordinarios federales interpuestos a fs. 2148/2151 vta. y 
fs. 2159/2165 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal, si se funda en la reiteración de los agravios 
ya expuestos en casación, relativos a cuestiones de hecho y prueba que, si bien pueden dar sustento a esa última 
vía de impugnación, no pueden proponerse ante la Corte Federal, salvo en supuestos extremos de arbitrariedad. 

La tacha de arbitrariedad es excepcional, y no procura sustituir a los jueces en asuntos que les 
son privativos, ni revisar el acierto con que ponderaron tal prueba, aunque se alegue error en la solución del caso. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kaufmann, Posadas, Vittar, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: C/C BANE-
GA, JOSÉ ESTEBAN; BANEGA, MARIO CÉSAR; GARCÍA, OSCAR ALFREDO; TORRES, ÁNGEL DIE-
GO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 31.470/08) (Tomo 167: 365/372 – 04/julio/2012) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Prescripción de la acción penal; suspensión 

del trámite de los recursos; informe del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite de los recursos de casación e inconstitucionalidad deduci-
dos a fs. 10/15. II. ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores de Pri-
mera Nominación del Distrito Judicial Tartagal a fin de que proceda a constatar, mediante los informes actualiza-
dos del R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la 
acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Es deber los tribunales pronunciar sus sentencias atendiendo al estado de cosas existentes al mo-
mento de decidir. Ello porque no es posible que los jueces resuelvan cuestiones que en el curso del proceso han 
quedado abstractas o vacías de contenido, o para responder a un interés meramente académico. 

Corresponde suspender el trámite de los recursos deducidos, si se constata que luego de las alternativas 
procesales ocurridas en la causa la acción posiblemente se encuentra prescripta, extremo que debe verificar el 
tribunal de origen, a partir del informe debidamente actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C LANOZA, WALTER FEDERICO – RECURSO DE CASACIÓN   (Expte. N° CJS 31.768/08)  
(Tomo 167: 627/632 – 13 /julio/ 2012) 
 
 


